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N° E28113 / 2020

VALDIVIA, 17 de Agosto de 2020

                                                                         Se remite a la Municipalidad de Panguipulli, para su
conocimiento y fines pertinentes, el informe final Nº 164, de 2020, sobre "Eventuales Irregularidades
en la Contratación de Director de Seguridad Pública y la Adquisición de Cámaras de Vigilancia en la
Municipalidad de Panguipulli"que contiene el resultado de la fiscalización efectuada.

                                                                         Saluda atentamente a Ud.,

AL SEÑOR
ALCALDE
MUNICIPALIDAD DE PANGUIPULLI
PANGUIPULLI

Firmado electrónicamente por:
Alejandro Gonzalo Riquelme Montecinos
2020-08-18T08:51:07.501-04:00
Contralor Regional
Contraloría General de la República
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VALDIVIA, 17 de Agosto de 2020

                                                                         Se remite a la Municipalidad de Panguipulli, para su
conocimiento y fines pertinentes, el informe final Nº 164, de 2020, sobre "Eventuales Irregularidades
en la Contratación de Director de Seguridad Pública y la Adquisición de Cámaras de Vigilancia en la
Municipalidad de Panguipulli"que contiene el resultado de la fiscalización efectuada.
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AL SEÑOR
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Firmado electrónicamente por:
Alejandro Gonzalo Riquelme Montecinos
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N° E28111 / 2020

VALDIVIA, 17 de Agosto de 2020

                                                                         Se remite a la Municipalidad de Panguipulli,
para su conocimiento y fines pertinentes, el informe final Nº 164, de 2020, sobre "Eventuales
Irregularidades en la Contratación de Director de Seguridad Pública y la Adquisición de
Cámaras de Vigilancia en la Municipalidad de Panguipulli"que contiene el resultado de la
fiscalización efectuada.

                                                                         Saluda atentamente a Ud.,

AL SEÑOR
SECRETARIO MUNICIPAL
MUNICIPALIDAD DE PANGUIPULLI
PANGUIPULLI

Firmado electrónicamente por:
Alejandro Gonzalo Riquelme Montecinos
2020-08-18T08:51:07.320-04:00
Contralor Regional
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Resumen Ejecutivo del Informe Final de Investigación Especial N° 164, de 2020 
Municipalidad de Panguipulli 

Objetivo: Atender una presentación realizada bajo reserva de identidad, en la cual 
se denuncian diversas irregularidades en el procedimiento de licitación y 
contratación del proyecto “Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia 
Panguipulli”, además de presuntos vicios en la contratación del funcionario, señor 

 como Director de Seguridad Pública de esa Entidad 
Edilicia, toda vez que el municipio no habría efectuado un concurso público para 
proveer dicho cargo. 

Preguntas de la Investigación: 

• ¿Los desembolsos efectuados en los estados de pago del contrato, 
corresponden a las obras efectivamente ejecutadas? 

• ¿Cumplió la unidad técnica con sus deberes de supervisión, relacionado con el 
proceso licitatorio del contrato que se denuncia? 

• ¿Realizó el municipio, la contratación Director de Seguridad Pública 
ajustándose a la normativa para proveer dicho cargo? 

Principales Resultados: 

• Se advirtió que la Municipalidad de Panguipulli, para el contrato denominado 
“Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia Panguipulli”, requirió en el 
numeral 2, de las bases de especificaciones técnicas la instalación de 24 cámaras 
de televigilancia del tipo domo móvil, con características, tales como, full HD, zoom 
óptico de 36x, entre otras, no obstante se constató que los equipos instalados 
corresponden a cámaras de seguridad que cuentan con un zoom óptico de 25x, las 
cuales tiene un menor valor comercial que las solicitadas por el organismo en las 
mencionadas bases, lo que provocó una diferencia entre lo ofertado y lo 
efectivamente entregado e instalado, de $16.486.080, lo que vulneró lo exigido en el 
pliego de condiciones que regularon el contrato en estudio, además, la situación 
descrita se aparta de lo expresado en el decreto Iey N° 1.263, del Ministerio de 
Hacienda, motivo por el que este Órgano de Control procederá a formular el reparo 
pertinente por los $16.486.080 objetados, en virtud de lo prescrito en los artículos 95 
y 101 de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General 
de la República, y lo dispuesto en el artículo 116, de la mencionada ley N° 10.336. 

• Se verificó que el señor , Inspector Técnico del 
Servicio, ITS, desatendió sus funciones al no controlar ni supervisar adecuadamente 
el desarrollo y materialización de las obras, por cuanto se advirtieron diversas 
deficiencias técnicas administrativas en la ejecución del mencionado contrato 
relativas a aceptar un cambio de equipos de menor calidad y amparar solicitudes de 
ampliación de aumento y suspensiones de plazos improcedentes; por cuanto éstas 
no se ajustaban a las permitidas en las respectivas bases, infringiendo con su actuar 
la obligación de inspeccionar el fiel cumplimiento del contrato establecida en el 
numeral 25 de las bases administrativas especiales.  
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Además, lo señalado se aparta de lo dispuesto en las letras a), b), c) y f) del artículo 
58 de la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que 
establece que son obligaciones de cada servidor desempeñar personalmente las 
tareas del cargo en forma regular y continua, realizándolas con esmero, cortesía, 
dedicación y eficiencia, contribuyendo a los objetivos de la institución, así también, 
dicho actuar no se ajusta los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia y de 
control jerárquico contemplados en los artículos 3°, 5 y 11 de la citada ley N° 18.575, 
en cuanto a que “Las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su competencia 
y en los niveles que corresponda, ejercerán un control jerárquico permanente del 
funcionamiento de los organismos y de la actuación del personal de su 
dependencia”.  

En atención a que ese municipio mediante 
decreto alcaldicio Nº 689, de fecha 01 de junio de 2020, determinó aplicar al señor 

, ITS, la medida disciplinaria de multa de un 5% de su 
remuneración mensual, y constancia en su hoja de vida una anotación demerito de 
2 puntos en el factor de calificación correspondiente, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 120, letra b), en relación con el artículo 122, letra a), ambos de la ley 
Nº 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, esa entidad 
edilicia deberá acreditar y documentar en la plataforma de Apoyo y Seguimiento 
CGR, en un plazo no superior a 15 días hábiles, los antecedentes que den cuenta 
de la aplicación de la sanción, lo que será verificado por la Unidad de Seguimiento y 
Apoyo al Cumplimiento CGR. 

• No se advierten irregularidades en el nombramiento del señor  
, por cuanto no es requisito efectuar un concurso público para proveer el 

cargo de Director de Seguridad Pública, toda vez que es de exclusiva confianza del 
alcalde, siendo esta autoridad quien lo nombra; manteniéndose en funciones en 
tanto no estime necesario removerlo, gozando, por ende, de amplias atribuciones 
para tales efectos. (Aplica dictamen N° 26.027, de 2018, de la Contraloría General 
de la República). 
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AL SEÑOR 
ALEJANDRO RIQUELME MONTECINOS 
CONTRALOR REGIONAL DE LOS RÍOS 
PRESENTE 
 

VALDIVIA, 17 de agosto de 2020. 

Esta Contraloría Regional ha recibido una 
denuncia bajo reserva de identidad, en la que se solicita investigar eventuales 
irregularidades en el nombramiento de don  como 
Director de Seguridad Pública en la Municipalidad de Panguipulli, lo que se habría 
efectuado sin la realización de un concurso público. 

Así también, el recurrente indica que 
existirían irregularidades en el proceso de compra de cámaras de vigilancia para la 
comuna, contratación que, además, habría sido realizada fuera del sistema de 
información de la Dirección de Compras y Contratación Pública, agregando que se 
recomienda revisar los movimientos bancarios de la cuenta corriente del aludido 
señor , para verificar un eventual vínculo entre ellos. 

 

JUSTIFICACIÓN 

Este Organismo de Control, se ha 
constituido en el citado ente edilicio para investigar las supuestas irregularidades, 
relacionas al concurso público para proveer el cargo de Director de Seguridad 
Pública de esa entidad edilicia, y con el procedimiento de licitación y contratación del 
proyecto “Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia Panguipulli”. 

Asimismo, a través de esta investigación 
esta Contraloría Regional busca contribuir a la implementación y cumplimiento de 
los 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible, ODS, aprobados por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en su Agenda 2030, para la erradicación de la pobreza, la 
protección del planeta y la prosperidad de toda la humanidad. 

En tal sentido, esta revisión se enmarca en 
el ODS, Nº 16, Paz, Justicia e Instituciones Sólidas, de la Agenda 2030 de las 
Naciones Unidas. 

 

REF. Nos W016777/2019 
                  809575/2020 

INFORME FINAL DE INVESTIGACIÓN 
ESPECIAL N°164, DE 2020, SOBRE 
EVENTUALES IRREGULARIDADES EN LA 
CONTRATACIÓN DE DIRECTOR DE 
SEGURIDAD PÚBLICA Y LA 
ADQUISICIÓN DE CÁMARAS DE 
VIGILANCIA, EN LA MUNICIPALIDAD DE 
PANGUIPULLI 
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ANTECEDENTES 

La Municipalidad de Panguipulli es una 
corporación de derecho público, con personalidad jurídica, y patrimonio propio, cuya 
finalidad, conforme con el artículo 1º de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de 
Municipalidades, es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su 
participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna. 

Dicha entidad está constituida por el 
alcalde, que es su máxima autoridad, quien ejerce la dirección y administración 
superior y la supervigilancia de su funcionamiento, y por el concejo municipal, órgano 
de carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, encargado de hacer efectiva la 
participación de la comunidad local y de ejercer las atribuciones que señala la 
precitada ley. 

Por su parte, en lo relativo a la contratación 
de servicios, cabe precisar que, en concordancia con lo preceptuado en el artículo 
66 de la anotada ley N° 18.695, la regulación de los procedimientos administrativos 
de contratación que realicen las municipalidades se ajustarán a la ley N° 19.886, de 
Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, y su 
reglamento, contenido en el decreto N° 250, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 

En este contexto, cabe mencionar que la ley 
N°19.886, ya citada, en su artículo 7°, letra a), define, en lo pertinente, el concepto 
de licitación o propuesta pública como el procedimiento administrativo de carácter 
concursal mediante el cual la Administración realiza un llamado público, convocando 
a los interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de 
entre las cuales seleccionará y aceptará la más conveniente.  

De igual manera, la letra b) del mencionado 
artículo 7°, precisa el concepto de licitación o propuesta privada: el procedimiento 
administrativo de carácter concursal, previa resolución fundada que lo disponga, 
mediante el cual la Administración invita a determinadas personas para que, 
sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de entre las cuales 
seleccionará y aceptará la más conveniente. 

En cuanto al cargo de Director de Seguridad 
Pública, cabe señalar que el artículo 16 bis de la ley N° 18.695 -introducido por el 
artículo 1°, N° 4, de la ley N° 20.965, que Permite la Creación de Consejos y Planes 
Comunales de Seguridad Pública, publicada en el Diario Oficial el 4 de noviembre de 
2016-, estableció que “Existirá un director de seguridad pública en todas aquellas 
comunas donde lo decida el concejo municipal, a proposición del alcalde. 

Con carácter reservado, el día 2 de junio de 
2020, fue puesto en conocimiento de la Municipalidad de Panguipulli, el Preinforme 
de Observaciones N° 164, de 2020, con la finalidad que formulara los alcances y 
precisiones que a su juicio procedieran, lo que se concretó a través del oficio N° 931, 
de 1 de julio de 2020. 
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METODOLOGÍA 

El examen se desarrolló de acuerdo con las 
disposiciones contenidas en la resolución N° 20, de 2015, que Fija las Normas que 
Regulan las Auditorías efectuadas por este Organismo de Fiscalización, y con los 
procedimientos de control sancionados por la resolución exenta N° 1.485, de 1996, 
que Aprueba Normas de Control Interno, ambas de la Contraloría General de la 
República, como asimismo, con los artículos 131 y 132 de la ley N° 10.336, de 
Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, incluyendo 
la solicitud de datos, el análisis de documentos y otros antecedentes, junto con la 
aplicación de las pruebas de auditoría que se estimaron necesarias. Del mismo 
modo, se practicó un examen de cuentas relacionado con la materia en revisión, 
conforme lo dispuesto en los artículos 95 y siguientes de la nombrada ley. 

Es del caso indicar que las observaciones 
que esta Entidad de Control formula en las fiscalizaciones que realiza, se clasifican 
en diversas categorías, de acuerdo con su grado de complejidad. En efecto, se 
entiende por altamente complejas (AC) y complejas (C), aquellas observaciones 
que, de acuerdo a su magnitud, reiteración, detrimento patrimonial, eventuales 
responsabilidades funcionarias, son consideradas de especial relevancia por la 
Contraloría General; en tanto, se clasifican como medianamente complejas (MC) y 
levemente complejas (LC), aquellas que tienen menor impacto en esos criterios. 

UNIVERSO Y MUESTRA 

Sobre el particular, cabe hacer presente que 
para los efectos de esta investigación se determinó analizar el contrato denominado 
“Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia Panguipulli”, el cual fue 
adjudicado mediante decreto alcaldicio Nº 3.126, de fecha 9 de octubre de 2019, al 
señor , por un monto de $44.999.999, IVA incluido, con un plazo 
de ejecución de 20 días corridos y cuyo contrato suscrito el 11 de octubre de 2019, 
fue formalizado a través del decreto alcaldicio Nº 3.173, de igual data.  

Al respecto, se decidió examinar la totalidad 
de los pagos efectuados en ese concepto, que a la fecha de la presente 
investigación, alcanzan los $40.469.520, según se detalla a continuación: 

TABLA N° 1 
UNIVERSO Y MUESTRA 

DECRETOS DE 
PAGO EMITIDOS 
A LA EMPRESA 
PROVEEDORA 

MONTO 
DECRETO 
DE PAGO 

($) 

UNIVERSO MUESTRA  

($)° N° ($) Nº 

3.731 5.000.000 

40.469.520 4 40.469.520 4 3.732 712.000 
3.928 24.918.600 
4.348 9.838.920 

Fuente: Datos extraídos de los antecedentes aportados por Municipalidad de Panguipulli  



CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
CONTRALORÍA REGIONAL DE LOS RÍOS 

UNIDAD DE CONTROL EXTERNO 
 

 
7 

  

Los antecedentes relevantes del contrato y 
decretos de pagos se detallan en los Anexos Nos 1 y 2. 

ANÁLISIS 

De conformidad con las indagaciones 
efectuadas, entrevistas, visitas a terreno, antecedentes recopilados, y considerando 
la normativa pertinente, así como la información proporcionada por el municipio, se 
determinaron los hechos que se exponen a continuación: 

I. ASPECTOS DE CONTROL INTERNO 

Se detectó la falta de control y supervisión 
del inspector técnico del servicio, ITS, toda vez que se advirtieron deficiencias en la 
ejecución del contrato proveniente de la licitación privada ID N°3573-62-CO19, 
denominada “Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia Panguipulli”, 
tales como incumplimientos en la fecha de término de los trabajos, aumentos de 
plazos y suspensiones de obras improcedentes, incumplimientos a las bases 
administrativas y términos de referencias que rigieron el contrato en comento, entre 
otras deficiencias técnicas; aspectos que serán detallados en los Acápites II y III, 
Examen de la Materia Investigada y Examen de Cuentas, respectivamente. 

Lo expuesto precedentemente, denota una 
vulneración a lo indicado en los numerales 38 y 39 de la resolución exenta N° 1.485, 
de 1996, de la Contraloría General de la República, en los que se estipula que el 
servicio debe vigilar continuamente sus operaciones y adoptar inmediatamente las 
medidas oportunas ante cualquier evidencia de irregularidad o de actuación contraria 
a los principios de economía, eficiencia o eficacia, utilizando métodos y 
procedimientos para garantizar que sus actividades cumplan con los objetivos de la 
entidad, incluyendo el tratamiento de las evidencias de la auditoría y de las 
propuestas formuladas por los auditores internos, con el objeto de determinar las 
medidas correctivas necesarias. 

A su vez, los hechos en comento se apartan 
de lo previsto en la indicada resolución exenta N° 1.485, letra e), Supervisión, 
numeral 58, que indica que los supervisores deben examinar y aprobar cuando 
proceda el trabajo encomendado a sus subordinados. Asimismo, deben proporcionar 
al personal las directrices y las orientaciones necesarias para minimizar los errores, 
el despilfarro y los actos ilícitos y asegurar la comprensión y realización de las 
directrices específicas de la dirección; así como también de lo señalado en el 
numeral 59, que menciona que la asignación, revisión y aprobación del trabajo del 
personal exige: (1) indicar claramente las funciones y responsabilidades atribuidas 
a cada empleado; (2) examinar sistemáticamente el trabajo de cada empleado, en 
la medida que sea necesaria; y (3) aprobar el trabajo en puntos críticos del desarrollo 
para asegurarse de que avanza según lo previsto. Por último, se aleja de lo dispuesto 
en el numeral 60, que expresa: la asignación, revisión y aprobación del trabajo del 
personal debe tener como resultado el control apropiado de sus actividades. Ello 
incluye (1) la observancia de los procedimientos y requisitos aprobados, (2) la 
constatación y eliminación de los errores, los malentendidos y las prácticas 
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inadecuadas, (3) la reducción de las probabilidades de que ocurran o se repitan 
actos ilícitos y (4) el examen de la eficiencia y eficacia de las operaciones. La 
delegación del trabajo de los supervisores no exime a estos de la obligación de rendir 
cuentas de sus responsabilidades y tareas”. 

Sobre la materia corresponde mantener lo 
observado, toda vez que la entidad no se pronunció sobre lo objetado en este punto, 
motivo por el cual el servicio deberá en lo sucesivo, implementar procedimientos de 
control y supervisión efectivos sobre la ejecución de los servicios que contrata, con 
la finalidad de asegurar el cumplimiento de las cláusulas convenidas y evitar que se 
reiteren situaciones como las detectadas, todo en conformidad a lo dispuesto en la 
citada resolución exenta N° 1.485. 

II. EXAMEN DE LA MATERIA INVESTIGADA  

1. Nombramiento del señor  como Director de 
Seguridad Pública. 

En cuanto a la presunta irregularidad en el 
nombramiento de don  como Director de Seguridad 
Pública en la Municipalidad de Panguipulli, la que se habría efectuado sin la 
realización de un concurso público, cabe hacer presente que, revisado el Sistema 
de Información y Control de Personal de la Administración del Estado -SIAPER-, que 
mantiene esta Entidad de Fiscalización, y de los antecedentes aportados por ese 
ente edilicio, consta que el citado funcionario, a través del decreto alcaldicio Nº 904 
de fecha 28 de septiembre de 2018, fue designado en grado 8 de la Escala Única 
Municipal, en calidad de planta, a cumplir desde el 1 de octubre del citado año la 
función de Director de Seguridad Pública en la Municipalidad de Panguipulli, 
señalando en su artículo 1°, que el referido cargo es de exclusiva confianza.  

Sobre el particular, cabe señalar que el 
artículo 16 bis de la ley N° 18.695 -introducido por el artículo 1°, N° 4, de la ley             
N° 20.965, que Permite la Creación de Consejos y Planes Comunales de Seguridad 
Pública, publicada en el Diario Oficial el 4 de noviembre de 2016-, estableció que 
“Existirá un director de seguridad pública en todas aquellas comunas donde lo decida 
el concejo municipal, a proposición del alcalde”. 

Para estos efectos, el inciso segundo indica 
que el alcalde estará facultado para crear dicho cargo y para proveerlo en el 
momento que decida, de acuerdo a la disponibilidad del presupuesto municipal. 

Para desempeñar este cargo, de acuerdo a 
lo expuesto en el inciso tercero, se requerirá estar en posesión de un título 
profesional o técnico de nivel superior otorgado por un establecimiento de educación 
superior del Estado o reconocidos por éste. 

Seguidamente, el inciso cuarto menciona 
que el director de seguridad pública será designado por el alcalde y podrá ser 
removido por éste, sin perjuicio que rijan a su respecto, además, las causales de 
cesación de funciones aplicables al personal municipal. 
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A su vez, el inciso quinto señala que dicho 
director será el colaborador directo del alcalde en las tareas de coordinación y 
gestión de las funciones de la letra j) del artículo 4, en el seguimiento del plan 
comunal de seguridad pública, y ejercerá las funciones que le delegue el alcalde, 
siempre que estén vinculadas con la naturaleza de su función. 

La designación y remoción del director de 
seguridad pública, según se indica en el inciso sexto, deberá ser informada a la 
Subsecretaría de Prevención del Delito y a la Intendencia Regional respectiva. 
Ambos órganos deberán llevar una nómina actualizada de los directores de 
seguridad pública a niveles nacional y regional, según corresponda.  

En este sentido el dictamen N° 26.027, de la 
Contraloría General de la República, de 2018, hace presente que el Tribunal 
Constitucional según ha resuelto, en la sentencia Rol N° 375, de 2003, que calificar 
si determinados funcionarios son de exclusiva confianza o no corresponde, en 
general, a la ley, lo que “podrá hacerse en forma expresa, excluyéndoles 
específicamente de esa categoría, o de manera tácita, sometiéndoles a un régimen 
estatutario distinto, ya sea en cuanto a su nombramiento como en relación a su 
remoción. Si se produce cualquiera de estas situaciones […] quedan sometidos […] 
al sistema que disponga la ley respectiva.”. 

En armonía con lo expuesto, se advierte que 
la circunstancia de que el cargo que nos ocupa no figure dentro de aquellas plazas 
que, acorde con el artículo 47 de la ley N°18.695, poseen la calidad de exclusiva 
confianza de la máxima jefatura edilicia, no es óbice para considerarlo también 
incluido en dicha categoría, pues lo que caracteriza a tales plazas es que están 
sujetas a la libre designación y remoción de esa autoridad, condición que, al tenor 
de la normativa analizada, se verifica en la especie (aplica criterio del dictamen            
N° 26.027, de 2018). 

Por consiguiente, es dable concluir que el 
cargo de director de seguridad pública -creado por la ley N° 20.965-, es de exclusiva 
confianza del alcalde, toda vez que esta autoridad es quien lo nombra, 
manteniéndose en funciones en tanto no estime necesario removerlo, gozando, por 
ende, de amplias atribuciones para tales efectos. (Aplica dictamen N° 26.027, de 
2018, de la Contraloría General de la República). 

En mérito de lo expuesto, no se advierten 
irregularidades en el nombramiento del señor , por cuanto no es 
requisito efectuar un concurso público para proveer el cargo de Director de 
Seguridad Pública, motivo por lo que se desestima lo denunciado sobre este punto. 

2. Del servicio de “Ampliación de Sistema de Cámaras de Televigilancia 
Panguipulli”. 

2.1. Presunto acuerdo entre el proveedor y el Director de Seguridad Pública. 

Respecto a los hechos expuestos por el 
recurrente, que dicen relación con presuntas irregularidades por parte del proveedor 
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a cargo de la ejecución del proyecto de instalación de cámaras de vigilancia, en virtud 
de lo cual requiere revisar los movimientos de la cuenta corriente personal del Director 
de Seguridad Pública, es dable señalar que el artículo 1°, inciso segundo, de la Ley 
sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, cuyo texto refundido, coordinado y 
sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del 
Ministerio de Justicia, previene que el banco deberá mantener en estricta reserva, 
respecto de terceros, el movimiento de la cuenta corriente y sus saldos, y sólo podrá 
proporcionar estas informaciones al librador o a quien éste haya facultado 
expresamente. 

Por su parte, el artículo 154, inciso primero, 
del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el 
texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y otros 
cuerpos legales que se indican, precisa que los depósitos y captaciones de cualquiera 
naturaleza que reciban los bancos están sujetos a secreto bancario y no podrán 
proporcionarse antecedentes relativos a dichas operaciones sino a su titular o a quien 
haya sido expresamente autorizado por él o a la persona que lo represente 
legalmente. 

Como puede advertirse de la normativa 
expuesta, el ordenamiento jurídico vigente ha establecido, como regla general, una 
serie de resguardos tendientes a garantizar la reserva o secreto de las operaciones 
bancarias que efectúen los titulares de cuentas corrientes, el que sólo por excepción 
puede ser dado a conocer a terceros, previa autorización de dicho titular o de 
determinadas autoridades del orden jurisdiccional en conformidad con la ley. 

Por lo tanto, este Ente de Fiscalización debe 
abstenerse de informar sobre el asunto planteado, puesto que lo requerido no se 
encuentra dentro de sus facultades fiscalizadoras, y a que el recurrente no adjunta 
antecedentes que permitan respaldar la situación denunciada. (Aplica criterio 
contenido en el dictamen N° 53.555, de 2014, de la Contraloría General de la 
República). 

2.2. Del proceso de compra y contratación pública  

Sobre la presunta irregularidad en el 
proceso de compras de cámaras de vigilancia, se revisó la información que se 
mantiene en el portal web www.mercadopublico.cl, advirtiéndose que la 
Municipalidad de Panguipulli, mediante el decreto alcaldicio Nº 2.502, de fecha 21 
de agosto de 2019, aprobó las bases administrativas y técnicas de la licitación 
pública ID N° 3573-58-LE19, denominada “Ampliación de Sistema de Cámaras de 
Televigilancia Panguipulli”, lo cual fue publicado en la citada plataforma con fecha 
22 de agosto de 2019. 

Posteriormente, analizada la única oferta 
presentada, la comisión evaluadora procedió a emitir un informe de evaluación con 
fecha 4 de septiembre de 2019, en la cual decide declarar desierta la propuesta 
presentada por la empresa Emach Card Limitada, por no cumplir con los requisitos 
contenidos en el numeral 11, letra b), de las bases administrativas especiales, que 
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dice relación con falta de documentación y por superar el presupuesto máximo 
disponible, lo que fue sancionado mediante decreto alcaldicio N° 2.680 de igual data.  

Luego, mediante el decreto alcaldicio 
N° 729 de fecha 9 de septiembre de 2019, el ente edilicio aprobó las bases 
administrativas generales y especiales, y llamó a licitación privada bajo el ID N° 
3573-62-CO19, para la adquisición del citado servicio, constatándose en el 
mencionado documento la invitación cursada a los proveedores , 
Prodesam Ingeniería e Innovación Ltda. y Fibramas Telecomunicaciones Ltda. 

Enseguida, de los antecedentes tenidos a la 
vista, se pudo constatar que las empresas que ofertaron en el portal fueron  

 y Prodesam Ingeniería e Innovación Ltda., siendo esta última rechazada 
por no presentar toda la documentación requerida, según consta en la minuta de la 
comisión evaluadora de fecha 1 de octubre de 2019. 

En este contexto, la licitación en estudio fue 
adjudicada mediante decreto alcaldicio N° 3.126, de fecha 9 de octubre de 2019, al 
señor , contrato que fue formalizado a través del decreto alcaldicio 
N° 3.173 de fecha 11 de octubre de la misma anualidad, por un monto de 
$44.999.999, IVA incluido, estipulándose una vigencia de 20 días corridos, contados 
desde la entrega de terreno, lo que ocurrió el día 14 de octubre de 2019. 

Sobre el particular, de conformidad con el 
artículo 7°, letra b), de la referida ley N° 19.886, la licitación privada es un 
procedimiento administrativo de carácter concursal, previa resolución fundada que lo 
disponga, mediante el cual la Administración invita a determinadas personas para 
que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de entre las cuales 
seleccionará y aceptará a la más conveniente. 

Por su parte, la jurisprudencia de este 
Organismo de Control contenida, entre otros, en el dictamen N° 4.800, de 2017, ha 
precisado que es el propio servicio quien debe calificar y acreditar la concurrencia de 
las circunstancias que configuran las causales autorizando la realización de esta 
forma de contratación por medio de una resolución fundada. Además, dado el 
carácter excepcional de esta modalidad, se requiere una demostración efectiva y 
documentada de los motivos que justifican su procedencia. 

A su vez, los artículos 44 y 45 del citado 
decreto N° 250, de 2004, previenen que, dispuesta la licitación privada por resolución 
fundada, en la cual debe consignarse su procedencia, la entidad licitante debe enviar 
la invitación a un mínimo de tres posibles proveedores interesados que tengan 
negocios de naturaleza similar a los que son objeto de la licitación privada. Agrega el 
artículo 47 que deberá invitar a proveedores respecto de los cuales tenga una cierta 
expectativa de recibir respuestas a las invitaciones efectuadas, pudiendo preferir a 
los que estén inscritos en el Registro de Proveedores. 

 



CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
CONTRALORÍA REGIONAL DE LOS RÍOS 

UNIDAD DE CONTROL EXTERNO 
 

 
12 

  

Así, en lo que concierne a la decisión que 
adopta la Administración determinando quiénes serán sus invitados, ésta se 
encuentra regulada por las aludidas normas, de modo que constituye el ejercicio de 
una facultad discrecional que, por su naturaleza, debe ejercerse en cumplimiento de 
las atribuciones de la autoridad, en prosecución de los fines de la Entidad y de la 
normativa concerniente, de manera razonada, sin vulnerar los principios relacionados 
con la materia (aplica criterio contenido en el dictamen N° 9.545, de 2012, de este 
origen). 

Al respecto, es dable mencionar que de la 
revisión de los antecedentes subidos en el portal www.mercadopublico.cl, no se 
advierte que el municipio haya dictado un decreto fundado en el cual se expliciten las 
razones de utilizar el procedimiento de compra de licitación privada, lo que no se 
aviene a lo dispuesto en los citados numerales 44 y 45, del decreto N° 250. 

En su contestación, la entidad edilicia 
informa que ha adoptado acciones tendientes a evitar la reiteración de este tipo de 
situaciones, para lo cual evacuó el instructivo N° 1, de fecha 1 de julio de 2020, 
aprobado mediante decreto alcaldicio N° 1.678, de igual data, en el que ordena 
expresamente a las diversas unidades, emitir en los casos de licitaciones privadas, 
las respectivas resoluciones fundadas conforme lo establecido en los citados 
artículos 44 y 45, del decreto N° 250, adjuntando a su respuesta los actos 
administrativos que se mencionan. 

En virtud de lo anterior, conviene hacer 
presente que la medida implementada sólo tendrá efectos en el futuro y no permite 
desvirtuar el hecho objetado, por cuanto se trata de una situación consolidada, razón 
por la que esa entidad en adelante, deberá velar por el cumplimiento de los 
procedimientos antes individualizados, dictando oportunamente los actos 
administrativos que justifiquen las razones que motivaron la utilización del mecanismo 
de compra de trato directo. 

2.3. Ejecución del contrato. 

Como se ha mencionado en párrafos 
precedentes, la licitación fue adjudicada al señor , cuyo contrato 
fue formalizado a través del decreto alcaldicio N° 3.173, de fecha 11 de octubre del 
2019, por un monto de $44.999.999, IVA incluido, bajo la modalidad de suma alzada, 
designándose como Inspector Técnico del Servicio al aludido señor  

, Director de Seguridad Pública. 

En el contrato se estableció una vigencia de 
ejecución de 20 días corridos contados desde la entrega de terreno, lo que ocurrió 
el día 14 de octubre de 2019, por lo tanto, el plazo máximo de ejecución expiraría el 
2 de noviembre de 2019. 

Ahora bien, de la revisión practicada al 
citado contrato se advirtieron las siguientes situaciones:  

 

http://www.mercadopublico.cl/
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2.3.1. Sobre certificado de disponibilidad presupuestaria. 

De la revisión documental practicada a la 
licitación en estudio, se evidenció que el certificado de disponibilidad presupuestaria 
emitido con fecha 7 de octubre de 2019, por la Dirección de Administración y 
Finanzas no especifica el monto disponible para la contratación, el subtítulo del cual 
se trata, y señala de forma genérica que se cuenta con recursos para realizar la 
contratación de los bienes y/o servicios indicados en el pliego de condiciones. 

Al respecto, es del caso indicar que el 
artículo 4°, inciso primero, del decreto ley Nº 1.263, de 1975, del Ministerio de 
Hacienda, dispone que todos los ingresos que perciba el Estado deberán reflejarse 
en un presupuesto que se denominará del Sector Público, sin perjuicio de mantener 
su carácter regional, sectorial o institucional. Además, añade su inciso segundo, que 
todos los gastos del Estado deben estar contemplados en el presupuesto del citado 
sector.  

Luego, resulta necesario agregar que el 
artículo 3° del decreto N° 250, del 2004, preceptúa que "Las entidades deberán 
contar con las autorizaciones presupuestarias que sean pertinentes, previamente a 
la resolución de adjudicación del contrato definitivo en conformidad a la Ley de 
Compras y al Reglamento.". 

Asimismo, es del caso precisar que, tal 
como lo ha señalado la jurisprudencia de esta Entidad Fiscalizadora, contenida, en 
el dictamen Nº 39.729, de 2013, los órganos de la Administración del Estado deben 
observar el principio de legalidad del gasto, previsto en el artículo 100 de la 
Constitución Política, en el aludido decreto ley Nº 1.263, de 1975, y en el artículo 56 
de la ley Nº 10.336, lo que significa, entre otros aspectos, que todo acto que implique 
un desembolso debe consignar la ubicación presupuestaria de la fuente de 
financiamiento que lo respalda, imputación que, a su vez, debe atender a la 
naturaleza del egreso.  

En este sentido, el certificado de 
disponibilidad presupuestaria observado resulta insuficiente para acreditar la 
existencia de recursos para solventar el costo que supone el cumplimiento del 
respectivo acuerdo. 

La autoridad comunal, en su respuesta, 
adjuntó el citado decreto exento N° 1.678, de 2020, mediante el cual se instruye a 
las unidades involucradas a confeccionar el certificado de disponibilidad 
presupuestaria, explicitando, el nombre del proyecto, fuente de financiamiento, 
cuenta presupuestaria asignada conforme al presupuesto municipal y el monto 
disponible, el cual deberá ser firmado por Ia Dirección de Administración y Finanzas 
de ese municipio. 

Sobre la materia, y sin perjuicio de las 
acciones informadas por el servicio, al tratarse de una situación consolidada, 
corresponde mantener el hecho representado, debiendo el municipio en lo sucesivo, 
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emitir tales certificados detallando todos los antecedentes que permitan respaldar 
fehacientemente que se cuenta con recursos disponibles para proceder a imputar el 
gasto que se pretender realizar. 

2.3.2. Plazos de ejecución.  

a) Por medio de carta, de fecha 29 de 
octubre de 2019, el proveedor solicitó una ampliación de 45 días en el plazo de 
ejecución del contrato, argumentando que el estado de emergencia vivido en esos 
días, implicó un impedimento por parte de sus proveedores para el trasporte de los 
materiales a emplear en el proyecto.  

En atención a la aludida carta, el citado 
inspector confeccionó y remitió al edil, el Informe N° 1, del 29 de octubre de 2019, 
en el que se refiere al aumento de plazo solicitado por el señor  
mencionando, en resumen, que las bases administrativas especiales permiten 
aumentos de plazo en casos calificados, razón por la cual recomienda atender el 
requerimiento del contratista, señalando que los hechos acontecidos en el país en 
el mes de octubre, califican como situaciones imprevisibles, inesperadas y 
sorpresivas, es decir, no imputables al proveedor. 

En consideración a lo anterior, el municipio 
autorizó, a través del decreto alcaldicio N° 3.793, de fecha 5 de diciembre de 2019, 
el aumento de plazo de 45 días corridos, estableciéndose como nueva fecha de 
término del contrato, el día 17 de diciembre de 2019. 

Al respecto, consultado el inspector técnico 
del servicio, ITS, sobre los materiales que no fueron entregados al contratista y que 
habrían generado retrasos en la ejecución del proyecto, este comunicó por medio de 
correo electrónico de fecha 5 de febrero de 2020, que se trataba de los postes 
necesarios para la instalación de las cámaras. 

No obstante, se advirtió que en el certificado 
de fecha 17 de octubre de 2019, evacuado por el citado inspector técnico para cursar 
el primer estado de pago, que fue pagado en dos cuotas, mediante los decretos los 
de pago Nos 3.731 y 3.732, de $5.000.000 y $712.000 respectivamente, ambos de 
fecha 21 octubre de 2019, el señor  acreditó tener a la vista los 
materiales para la ejecución de las obras, entre los cuales se encontraban: 24 
cámaras de seguridad, servidores de grabación, gabinetes, discos duros y licencias, 
lo que se complementa, además, con el anexo fotográfico que muestra los 24 postes 
mencionado. El respaldo fotográfico se expone en el Anexo N° 3, del presente 
informe. 

A su vez, de la lectura del folio N° 3 del libro 
de obra, se constató que el montaje de tales elementos, fue realizado con fecha 24 
de octubre del 2019, esto es, al día siguiente de lo establecido por el contratista en 
su programa de trabajo. Cabe agregar que la instalación se realizó con las 
postaciones completamente armadas, es decir; con sus gabinetes, brazos y domo, 
por lo que no resulta concordante con lo indicado tanto por el contratista como por 
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el inspector de obras, toda vez que la solicitud de ampliación de plazo de fecha 29 
de octubre de la misma anualidad, en que se comunican problemas con la entrega 
de materiales, tiene una data posterior a la certificación en la que se indica haber 
recepcionado todos los materiales necesarios para la ejecución de la obra. 

De este modo, la situación antes planteada 
no se ajusta a lo establecido en el numeral 21.1 “Aumentos de plazo y de obra” de 
las bases administrativas especiales que señala que “si durante la ejecución del 
contrato se produjesen hechos que, previa calificación de la Unidad Técnica 
respectiva (Inspector Técnico), ameriten aumento o disminución de valores/o plazos, 
podrá modificarse el respectivo contrato, con la anuencia del adjudicatario y sin 
necesidad de llamar a nueva propuesta, siempre y cuando dichas modificaciones se 
refieran a un cambio de proyecto que no pudo tener en cuenta el contratista al 
momento de presentar su oferta, que sean necesarias para llevar a mejor término la 
obra contratada y conlleven consecuencias tales como la ampliación del plazo de 
ejecución, modificaciones de proyecto a costo cero, disminución de partidas, 
aumentos y/u obras extraordinarias”. 

Añade, el mismo pliego de condiciones en 
su numeral 21.3 “Ampliación de plazo” de las bases administrativas especiales, que 
el plazo fijado se entenderá en días corridos y deberá ser cumplido estrictamente, 
salvo fuerza mayor o caso fortuito calificado por la municipalidad, entendiéndose por 
fuerza mayor o caso fortuito, cuando ocurran las siguientes situaciones: que se 
produzca el atraso en forma independiente de la voluntad del contratista; que el 
hecho sea imprevisible, inesperado, sorpresivo; que el hecho sea insuperable; o que 
se produzca la imposibilidad de ejecutar la obligación contraída; lo que no aconteció 
en la especie. 

b) Se verificó que el contratista, mediante 
carta de fecha 13 de diciembre del 2019, solicitó al ITS, la suspensión de las obras 
aludiendo motivos ajenos a su empresa, por cuanto los empalmes eléctricos y la 
conexión definitiva se encontraban en trámite, lo que dependería de la concesionaria 
del servicio de electricidad, SAESA. 

Al respecto, el informe del ITS de igual data, 
señaló, en lo que interesa, que con el fin de dar buen término al contrato y dado que 
los retrasos se deben a aspectos que no son de responsabilidad directa del 
contratista, toda vez que se encontraría a la espera de resolución de la problemática 
para dar reinicio y continuidad con las obras, sugiere al alcalde aprobar la solicitud y 
suspender el plazo de la obra a contar del día 13 de diciembre de 2019, lo que fue 
aprobado por la autoridad edilicia mediante decreto alcaldicio N° 3.882, de 13 de 
diciembre de 2019, en donde se autoriza la suspensión de la obra, a la espera de 
las mencionadas instalaciones por parte de la empresa SAESA.  

Al respecto, el numeral 22 “Suspensión de 
plazos de la ejecución del proyecto” de las bases administrativas especiales, señala 
que, los plazos se podrán suspender de común acuerdo, principalmente, por 
aspectos que no sean de responsabilidad directa del contratista (espera de 
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resoluciones de organismos externos, emergencias por catástrofes, a solicitud de la 
municipalidad, entre otras). 

Por su parte, las especificaciones técnicas, 
en el numeral 4, letra c) “Especificaciones técnicas del sistema de televigilancia”, 
señala que la autorización y los costos asociados a la instalación de los empalmes 
eléctricos para cada cámara serán responsabilidad del contratista, mientras que el 
numeral 7 “Licencias y permisos”, menciona que este ítem considera la tramitación 
y obtención de permisos SERVIU, municipales, SEC, MOP, SAESA y de todos los 
organismos públicos o privados necesarios. 

De lo anterior, se observa que esa entidad 
aceptó los argumentos esgrimidos por el proveedor, pese que a las acciones y 
tiempos involucrados tendientes a lograr dichos empalmes se encontraban 
considerados en su programa de trabajo, donde se compromete a realizar tales 
gestiones, entre los días 24 y 25 de octubre de 2019, lo que forma parte de las 
obligaciones contractuales del oferente. 

Asimismo, las objeciones formuladas en los 
puntos a) y b) del presente numeral denotan que el ITS del contrato, señor  

, al validar aumentos de plazo y suspensiones de obras sin justificaciones, 
transgredió lo estipulado en las letras a) y c) del artículo 58 de la ley N° 18.883, 
Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que establece que son 
obligaciones de cada servidor desempeñar personalmente las tareas del cargo en 
forma regular y continua, realizándolas con esmero, cortesía, dedicación y eficiencia, 
contribuyendo a los objetivos de la institución. 

Sobre lo planteado en los literales a) y b), la 
entidad comunal, adjuntó el decreto alcaldicio N° 1.171, de fecha 17 de abril de 2020, 
en donde el edil instruye iniciar una investigación sumaria, invistiendo como fiscal al 
señor , Administrador Municipal, a fin de establecer posibles 
responsabilidades administrativas asociadas al hecho observado. 

El anotado procedimiento disciplinario fue 
resuelto por medio del decreto alcaldicio N° 689, de junio de 2020, en el cual se 
aplicó al ITS, señor  la medida disciplinaria de multa del 5% de 
su remuneración mensual, y una anotación de demérito de 2 puntos en el factor de 
calificación correspondiente en su hoja de vida, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 120, letra b), en relación con el artículo 122, letra a), ambos de la ley Nº 
18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. 

Sin perjuicio de lo anterior, el municipio en 
su respuesta, manifiesta que las razones expuestas por el proveedor a la fecha de 
los hechos, son atendibles puesto que los servicios de traslado y transporte se vieron 
seriamente perjudicados por Ia implementación de medidas excepcionales 
constitucionales que restringieron la circulación y el acceso a Ia región metropolitana, 
dándose por entendido que Ia mayoría de los materiales necesarios para la 
ejecución total de Ia obra fueron adquiridos en dicha región, por lo que aplica el caso 
de fuerza mayor no atribuible al contratista.  
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Dicho lo anterior, es dable indicar que lo 
respondido por la entidad sobre aumentos de plazo y suspensión de la obra, fue 
analizado durante el desarrollo de la presente investigación, lo que consta en los 
párrafos precedentes, instancia en la cual se evidenció una falta de concordancia 
entre los argumentos expuestos por el contratista y lo acontecido efectivamente, no 
aportando nuevos antecedentes en esta oportunidad que permitan desvirtuar lo 
objetado. 

Sobre el particular, debe tenerse presente 
que la jurisprudencia de esta Entidad de Fiscalización, contenida, entre otros, en el 
dictamen N° 21.857, de 2018, ha indicado que se configura el caso fortuito o la fuerza 
mayor cuando concurren copulativamente los siguientes elementos: a) la 
inimputabilidad del hecho, esto es, que provenga de una causa totalmente ajena a 
la voluntad del afectado, quien no debe haber contribuido en forma alguna a su 
ocurrencia; b) la imprevisibilidad del hecho, es decir, que no se haya podido prever 
dentro de cálculos ordinarios o corrientes, y c) la irresistibilidad del hecho, esto es, 
que no se haya podido evitar ni aún en el evento de oponerle las defensas idóneas 
para lograr tal objetivo; situaciones que no ocurren en la especie, toda vez que como 
se ha acreditado, el contratista ya contaba con los materiales necesarios para 
ejecutar las obras, por lo que no es posible justificar los aumentos de plazos en 
cuestión al caso fortuito o fuerza mayor. 

En virtud de lo señalado, este Organismo de 
Control mantiene íntegramente lo observado en ambos literales, debiendo ese 
municipio, en el futuro, dar cumplimiento a las disposiciones legales y normas 
vigentes sobre la materia. 

2.3.3. Incumplimiento de las especificaciones técnicas. 

El numeral 2, “Cámaras de televigilancia”, 
de las especificaciones técnicas, estipuló que se requería la instalación de 24 
cámaras de televigilancia del tipo domo móvil, full HD, con las siguientes 
características mínimas: capacidad de operar tanto de día como de noche; pixeles 
efectivos mínimos; 4.0 megapixel; compresión H.264 y JPEG, zoom óptico de 36x; 
zoom digital de 12x; rotación continua de 360°, reconocimiento de patentes mínimo 
a 40 metros de distancia; temperatura de operación desde -50° hasta 55°; cumplir 
con estándar IP66, resistente al polvo y al agua; ONVIF modelo compatible. 

Ahora bien, de la revisión de los 
antecedentes tenidos a la vista, se pudo constatar que las cámaras adquiridas por 
el proveedor, según se advierte en la factura N° 24958, del 18 de octubre de 2019, 
proporcionada por el ITS, mediante correo electrónico de fecha 16 de enero de la 
misma anualidad, corresponden a cámaras de seguridad del tipo DH-SD59225U-
HNI, que cuentan con un zoom óptico de 25x. El detalle se expone en el Anexo Nº4. 

Por otra parte, cabe señalar que, en el 
informe emitido por el ITS, del 22 de octubre de esa anualidad, se indica que los 
equipos contemplados, marca Dahua, corresponden a la serie DH-SD59430U-HNI, 
con un zoom óptico 30x. 
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Además, durante el proceso de la citada 
licitación pública Nº ID 3573-58-LE19, la cual fue declarada desierta, en la fase de 
preguntas y respuestas, se advierten una serie de comentarios en que se solicita 
disminuir el zoom óptico de las cámaras requeridas, en consideración al presupuesto 
asignado, no obstante, en esa oportunidad, el municipio dejó expresamente indicada 
la imposibilidad de instalar cámaras con zoom óptico inferior a 36x, especificaciones 
que además, volvieron a exigirse en el proceso de licitación privada, adjudicado al 
contratista . 

En este contexto, es necesario anotar que 
la jurisprudencia administrativa de la Contraloría General de la República, contenida 
entre otros en los dictámenes Nos 43.722, de 2013 y 57.573, de 2016, ha precisado 
que el principio de estricta sujeción a las bases implica que las mismas deben 
observarse de modo irrestricto, y constituyen el marco jurídico aplicable a los 
derechos y obligaciones tanto de la Administración como de los proponentes al 
correspondiente certamen, al que tienen que ceñirse obligatoriamente las partes que 
participan en un proceso de esa naturaleza, a fin de respetar la legalidad y 
transparencia que deben primar en todos los contratos que celebre aquella. 

A su vez, el dictamen N°12.490, de 2018, ha 
puntualizado que la estricta sujeción a las bases contemplada en la normativa 
mencionada constituye un principio rector que rige tanto el desarrollo del proceso 
licitatorio como la ejecución del correspondiente contrato y que dicho instrumento, 
en conjunto con la oferta del adjudicatario, integran el marco jurídico aplicable a los 
derechos y obligaciones de la Administración y del proveedor. 

Asimismo, las citadas bases administrativas 
especiales, previenen en el numeral 16, letra f), que la municipalidad podrá poner 
término anticipadamente y declarar resuelto administrativamente el contrato de 
manera inmediata si la empresa adjudicada no ha dado cumplimiento a las bases de 
licitación o a sus especificaciones técnicas. 

De esta forma, resulta pertinente consignar, 
que la entidad licitante se encuentra obligada a ejercer las prerrogativas y derechos 
que le reconoce el ordenamiento jurídico en la ejecución del contrato, debiendo velar 
por que los bienes adquiridos se entreguen conforme lo requiera la necesidad 
pública que se satisface con ese acuerdo de voluntades (aplica criterio contenido en 
el dictamen N° 20.453, de 2019). 

En su respuesta, el municipio argumenta 
que como resultado de la citada investigación sumaria, se determinó que 
efectivamente no se cumplieron los requisitos necesarios para validar los aumentos 
y disminuciones de obra del proyecto original, debiendo existir un anexo y decreto 
que autorizara Ia modificación del proyecto y con ello las especificaciones técnicas 
generales, motivo por el que se resolvió sancionar al funcionario y se sugirió 
regularizar la documentación administrativa sustentadora con el fin de acoger lo que 
actualmente se encuentra instalado, lo que se concretó por medio del decreto 
alcaldicio N° 1.473, de junio de 2020. 
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Sobre la materia, es necesario hacer 
presente que la modificación al proyecto original, aprobada mediante el mencionado 
decreto N° 1.473, se efectuó de forma extemporánea y regulariza aspectos que 
fueron previamente establecidos en las bases administrativas y especificaciones 
técnicas, por lo que una modificación de esta naturaleza altera el contrato suscrito y 
vulnera, como ya se ha manifestado en párrafos precedentes, el principio de estricta 
sujeción a las bases, por lo que se mantiene lo observado, debiendo esa entidad, en 
lo sucesivo, ejercer las acciones pertinentes para lograr que los contratos que lleve 
a cabo, se ejecuten de acuerdo a las especificaciones indicadas en las instrumentos 
que los regulan. 

2.3.4. Recepción provisoria.  

Se constató que mediante el decreto 
alcaldicio N° 520, de fecha 10 de febrero del 2020, se designó la comisión a cargo de 
efectuar la recepción provisoria de las obras, la que fue integrada por los señores  

, Director (S) de la Secretaría Comunal de Planificación, SECPLAN; 
, Director de Seguridad Pública e Inspector Técnico del 

Servicio, y , Ingeniero Constructor, de la Dirección de Obras 
Municipales. 

En este contexto, se verificó que, con fecha 
11 de febrero de la misma anualidad, la citada comisión recibió conforme el contrato, 
señalando en la respectiva acta, que el contratista dio cumplimiento con las bases y 
especificaciones técnicas correspondientes. 

Al respecto, es dable observar que los 
referidos funcionarios no corroboraron que los equipos instalados cumplieran 
efectivamente con lo requerido en las bases y especificaciones técnicas, toda vez que 
recepcionaron conforme los equipos y trabajos entregados por el proveedor, situación 
que se aparta de lo previsto en las letras a) y c) del artículo 58 de la ley N° 18.883, 
Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que establece que son 
obligaciones de cada servidor desempeñar personalmente las tareas del cargo en 
forma regular y continua, realizándolas con esmero, cortesía, dedicación y eficiencia. 

En su contestación, el municipio informa que 
ha ordenado instruir una investigación sumaria mediante el decreto alcaldicio 
N° 1.671, de fecha 1 de julio de 2020, con el fin de determinar las eventuales 
responsabilidades administrativas derivadas del hecho observado. 

Sobre la materia, esta Contraloría Regional 
mantiene lo observado, toda vez que la medida emprendida no permite desvirtuar 
los hechos objetados, siendo del caso reiterar que los referidos funcionarios 
desatendieron su obligación, por cuanto no representaron que los equipos instalados 
no se condicen a los exigidos en los antecedentes que regularon el contrato en 
estudio, y procedieron a recepcionar sin objeciones, los equipos y trabajos entregados 
por el contratista, lo anterior, pese a que el ITS ya se encontraba en conocimiento de 
tales situaciones advertidas durante el transcurso de la presente investigación, por lo 
que ese municipio deberá, en lo sucesivo, exigir y dar cumplimiento a las 
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obligaciones dispuestas en los contratos que suscriba y/o en los documentos que 
formen parte de aquél, cautelando en consecuencia, la observancia de los principios 
de responsabilidad, eficiencia, eficacia y control, entre otros, a que se encuentra 
obligada la administración, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 
3°, 5° y 11 de la citada ley N° 18.575 y de lo previsto en las letras a) y c) del artículo 
58 de la citada ley N° 18.883. 

Además, el municipio deberá remitir el 
resultado del procedimiento disciplinario incoado en un plazo no superior a 30 días 
hábiles, a esta Entidad de Control, junto a los actos administrativos que disponen su 
término. 

3. Acciones de supervisión del servicio. 

Las bases administrativas especiales, en su 
numeral 25, establecen que el ITS será el responsable de velar por la correcta 
ejecución del proyecto, ciñéndose estrictamente a esas disposiciones, a las 
especificaciones técnicas, y demás antecedentes de la licitación, formular las 
observaciones que le merezca la ejecución de las mismas, la calidad de los 
suministros u otros aspectos, controlar el correcto cumplimiento de la programación 
del proyecto e informar al mandante, a través de la unidad técnica, acerca del 
cumplimiento del contrato. 

Añade el citado numeral que, “el inspector 
técnico deberá estipular en el libro de obras los hechos más relevantes durante el 
período de ejecución, en especial el cumplimiento de las bases y especificaciones 
técnicas, las órdenes del IT, que, dentro de los términos del contrato, se impartan al 
contratista, las observaciones que se hagan acerca de la forma en que se ejecuten 
los trabajos, entre otras”. 

No obstante, solicitado el libro de obras 
utilizado por el señor , se evidencia que el aludido inspector no 
registró objeciones o requerimientos al contratista en el periodo de ejecución con el 
objetivo de corregir eventuales irregularidades en el cumplimiento del contrato. 

De este modo, lo observado en los 
numerales 2.3.2 letra a) y b), 2.3.3 y 2.3.4 del presente acápite, evidencian un 
incumplimiento por parte del ITS a las obligaciones que le fueron asignadas con 
objeto de supervisar el convenio en estudio, toda vez que este no verificó ni exigió 
que las obras ejecutadas cumplieran con los requerimientos especificados en los 
antecedentes de licitación, exigencias que la administración contempló al momento 
de valorizar y convenir la contratación de los trabajos. 

Además, el inspector, no actuó en 
conformidad a lo estipulado en los literales a), b), c) y f) del artículo 58 de la ley 
N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, en cuanto a 
desempeñar personalmente las funciones del cargo en forma regular y continua, 
orientar el desarrollo de sus funciones al cumplimiento de los objetivos de la 
institución y a la mejor prestación de los servicios que a ésta correspondan; realizar 
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sus labores con esmero, cortesía, dedicación y eficiencia, contribuyendo a 
materializar los objetivos de la institución. 

Así también, dicho actuar no se ajusta a lo 
dispuesto en los citados artículos 3° y 11 de la citada ley N° 18.575, en cuanto a que 
“Las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su competencia y en los niveles 
que corresponda, ejercerán un control jerárquico permanente del funcionamiento de 
los organismos y de la actuación del personal de su dependencia”. Agregando 
también, “Este control se extenderá tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento 
de los fines y objetivos establecidos, como a la legalidad y oportunidad de las 
actuaciones.”. 

En su respuesta, la entidad edilicia reitera 
que a raíz de la citada investigación sumarial realizada, mediante el decreto 
alcaldicio N° 689, de fecha 1 de junio de 2020, se determinó aplicar al señor 

, la medida disciplinaria de multa de un 5% de su remuneración 
mensual, y una anotación de demérito de 2 puntos en el factor de calificación 
correspondiente en su hoja de vida. 

En atención que el servicio reconoce la 
responsabilidad del funcionario en las irregularidades detectadas, se mantiene lo 
objetado, no obstante, en adelante, esa municipalidad deberá adoptar medidas para 
que el personal que cumpla funciones de ITS, vele por la correcta ejecución de los 
contratos, debiendo necesariamente basar su actuar en el conjunto de documentos 
que rigen estos procesos licitatorios requiriendo el cumplimiento a las disposiciones 
legales y normas vigentes sobre la materia. 

En cuanto a la multa aplicada al ITS, esa 
entidad edilicia deberá acreditar y documentar en la plataforma de Apoyo y 
Seguimiento CGR, en un plazo no superior a 15 días hábiles, los antecedentes que 
den cuenta de la aplicación de la sanción, lo que será verificado por la Unidad de 
Seguimiento y Apoyo al Cumplimiento CGR. 

III. EXAMEN DE CUENTAS 

1. Sobre incumplimientos de las especificaciones técnicas.  

Cabe recordar que, de acuerdo a lo 
dispuesto en el numeral 2, de las especificaciones técnicas que rigieron el acuerdo, 
se requirió la instalación de 24 cámaras de televigilancia, de 36x de zoom óptico, 
entre otras características, no obstante, conforme a lo observado en el Acápite II, 
Examen de la Materia Auditada, numeral 2.3.3, del presente informe, se verificó que 
los bienes instalados por el proveedor cuentan con especificaciones técnicas que 
difieren de lo solicitado, toda vez que el contratista adquirió cámaras de 25x zoom 
óptico, sin embargo el ITS del contrato emitió informes en los cuales expresa 
conformidad en la ejecución, que permitió al municipio cursar los estados de pagos 
que se indican en la siguiente tabla: 
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TABLA N°2 
DECRETOS DE PAGO POR EJECUCIÓN DEL CONTRATO 

Nº Nº FACTURA  FECHA DE LA 
FACTURA 

N° DE 
DECRETO DE 

PAGO 

FECHA DEL 
DECRETO DE 

PAGO 

MONTO DEL 
DECRETO DE 

PAGO ($) 
1 105 11-10-2019 3.731 21-10-2019 5.000.000 
2 105 11-10-2019 3.732 21-10-2019 712.000 
3 108 17-10-2019 3.928 18-11-2019 24.918.600 
4 113 11-11-2019 4.348 12-12-2019 9.838.920 

TOTAL 40.469.520 
Fuente: Elaboración en base a la información proporcionada por la Municipalidad de Panguipulli. 

En este contexto, se advirtió, de la revisión 
de los documentos cargados por el oferente en el portal de compras públicas, que 
el señor  detalló en el presupuesto itemizado que el valor neto de 
cada cámara a instalar sería de $800.000, por lo que el monto total por cámara IVA 
incluido, alcanza la suma de $952.000. 

Sin embargo, en el detalle la factura 
N° 24958, del 18 de octubre de 2019, proporcionada por el ITS, mediante correo 
electrónico de fecha 16 de enero de la misma anualidad, se corroboró que los bienes 
adquiridos por el proveedor corresponden a cámaras de seguridad del tipo DH-
SD59225U-HNI, que cuentan con un zoom óptico de 25x, con un valor unitario de 
$265.080, IVA incluido, por lo tanto, se evidencia una diferencia entre lo ofertado y 
lo efectivamente entregado a la entidad licitante, de $16.486.080, según se detalla 
en el siguiente cuadro: 

TABLA N° 3 
DIFERENCIA ENTRE LO OFERTADO Y LO EFECTIVAMENTE EJECUTADO 

VALOR 
UNITARIO DE 

LAS CÁMARAS 
OFERTADAS DE 

36X 
$ 

VALOR DE 
LAS 24 

CÁMARAS 
OFERTADAS 

DE 36X 
$ 

VALOR 
UNITARIO DE 

LAS CÁMARAS 
INSTALADAS 

DE 25X 
$ 

VALOR DE 
LAS 24 

CÁMARAS 
INSTALADAS 

DE 25X 
$ 

DIFERENCIA ENTRE 
LAS 24 CÁMARAS  

OFERTADAS Y LAS 
CÁMARAS 

INSTALADAS 
$ 

952.000 22.848.000 265.080 6.361.920 16.486.080 
*Valores calculados con IVA incluido. 
Fuente: Elaboración en base a los antecedentes cargados en el portal www.mercadopublico.cl y la información 
proporcionada por el inspector técnico de la obra. 

A su vez, de la revisión efectuada a los 
estados de pago y los respectivos egresos, se detectó que en ninguno de los estados 
de pago cursados se adjuntó el documento fotográfico que acredite la instalación del 
letrero de obras solicitado en las citadas bases. 

Lo anterior, vulnera lo dispuesto en el punto 
5.8, letra d), de las bases administrativas especiales que regularon el proceso 
concursal, el cual indica que para cursar cada estado de pago, el contratista deberá 
presentar, entre otros documentos, un “Set fotográfico (impreso a color y en digital) 
del avance de la obra” y “fotografía del letrero de obra”. 

http://www.mercadopublico.cl/
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Lo establecido transgredió, además, lo 
previsto en el artículo 55 del decreto ley N° 1.263, que manifiesta que los ingresos y 
gastos de los servicios o entidades del Estado deberán contar con el respaldo de la 
documentación original que justifique dichas operaciones y acredite el cumplimiento 
de las leyes tributarias, de ejecución presupuestaria y de cualquier otro requisito que 
exijan los reglamentos o leyes especiales sobre la materia. 

Por su parte, lo anotado no se ajusta lo 
mencionado en el artículo 2° de la resolución N° 30, de 2015, de la Contraloría 
General de la República, referente a que todo expediente estará constituido por los 
respectivos comprobantes de los egresos, acompañados de la documentación en la 
que se fundamentan, los que constituyen un reflejo de las transacciones realizadas, 
situación que en la especie no se advierte. 

A su vez, lo anterior constituye una falta a la 
obligación que tiene todo funcionario público de adoptar las medidas de cuidado y 
resguardo necesarias del patrimonio y bienes públicos, en virtud de los artículos 60 
y 61 de la referida ley N° 10.336, de la Contraloría General de la República, 
asimismo, lo previsto en los artículos 5° y 11, de la nombrada ley N° 18.575, en 
cuanto a que las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiente e idónea 
administración de los medios públicos, y por el control jerárquico que se tiene que 
ejercer sobre el cumplimiento, de los fines y objetivos establecidos, como de su 
legalidad y oportunidad. 

En su oficio de respuesta, esa 
municipalidad señala que no advierte un eventual daño al detrimento patrimonial, ya 
que las modificaciones realizadas -instalación de fibra óptica- implicaron la utilización 
del monto original del proyecto, y esto representó una mejora en el sistema de 
transmisión de datos, evitando posibles efectos el clima y una mejor optimización del 
funcionamiento de las cámaras. 

Añade que, sin perjuicio de lo anterior y 
considerando que no se cumplieron los requisitos necesarios para validar los 
aumentos y disminuciones del proyecto, el resultado del proceso disciplinario 
instruido, determinó aplicar una sanción al ITS del contrato y requerir la 
regularización de la documentación relativa a las modificaciones efectuadas, lo que 
se concretó por medio del decreto alcaldicio Nº1.473, de fecha 3 de junio de 2020, 
que autoriza los aumentos, disminuciones y compensaciones relativas a la 
incorporación de fibra óptica en el sistema de transmisión de datos de las cámaras 
de televigilancia, autorizando, además, el pago al contratista señor  

 por un monto de $3.816.479, correspondiente al estado de pago N° 2. 

En la respuesta dada por ese municipio no 
se aportan nuevos antecedentes y/o fundamentos técnicos que permitan avalar la 
hipótesis de que tales cambios implicaron una mejora en el sistema de transmisión 
y optimización del funcionamiento de las cámaras, y además, menciona que el nuevo 
pago realizado corresponde al estado N° 2, en circunstancias que esa entidad ya ha 
autorizado 3 estados de pago, por lo que este correspondería al N°4, y no al N°2 
como se ha indicado. 
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En consecuencia, corresponde mantener 
íntegramente lo observado, por cuanto se pudo comprobar que la instalación de 
cámaras de menor resolución generó un perjuicio de $16.486.080, lo que evidencia 
una infracción al mencionado artículo 55 del decreto ley N° 1.263, de 1975, del 
Ministerio de Hacienda. 

Por lo expuesto, esa entidad deberá adoptar 
las medidas que correspondan con el objeto de evitar que en futuras licitaciones se 
repitan las situaciones antes descritas, apegándose estrictamente a las condiciones 
definidas en las bases y oferta económica del proveedor, velando por el fiel 
cumplimiento de las disposiciones legales y normativas vigentes sobre la materia.  

Sin perjuicio de lo anotado, este Órgano de 
Control procederá a formular el reparo pertinente por la suma de $16.486.080, en 
virtud de lo prescrito en los artículos 95 y 101 de la ley N° 10.336, de Organización 
y Atribuciones de la Contraloría General de la República, sin perjuicio de lo prescrito 
en el artículo 116, de la mencionada ley N° 10.336. 

Lo anterior sin perjuicio de otras acciones 
que este Órgano de Control emprenda de acuerdo a las facultades establecidas en 
la ley 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la 
República. 

CONCLUSIONES 

Atendido el hecho que la Municipalidad de 
Panguipulli, no aportó antecedentes y/o fundamentos que permitiesen subsanar las 
observaciones expuestas en el presente informe, se procedió a mantener la totalidad 
de las observaciones planteadas. 

Ahora bien, sin perjuicio de lo anotado 
previamente, se deberán adoptar una serie de medidas con el objeto de dar estricto 
cumplimiento a las normas legales y reglamentarias que rigen la materia, entre las 
cuales se estima necesario considerar, a lo menos, las siguientes: 

1. Sobre lo advertido en el numeral 1, 
del Acápite III, Examen de Cuentas, sobre incumplimientos de las especificaciones 
técnicas (AC), esa municipalidad adoptar las medidas que correspondan con el 
objeto de evitar que en futuras licitaciones se repitan las situaciones antes descritas, 
apegándose estrictamente a las disposiciones consagradas del decreto ley N° 1.263, 
de 1975, del Ministerio de Hacienda.  

A su vez, este Órgano de Control procederá 
a formular el reparo pertinente por un total de $16.468.016, en virtud de lo prescrito 
en los artículos 95 y 101 de la ley N° 10.336, de Organización y Atribuciones de la 
Contraloría General de la República, sin perjuicio de lo prescrito en el artículo 116, 
de la mencionada ley N° 10.336.  

Lo anterior sin perjuicio de otras acciones 
que este Órgano de Control emprenda de acuerdo a las facultades establecidas en 
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la ley 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la 
República. 

2. En lo concerniente a las 
observaciones expuestas en el Acápite II, Examen de la Materia Investigada, 
numeral 2.3.2, letras a) y b), “Plazos de ejecución” (C), 2.3.3 “Incumplimiento de las 
especificaciones técnicas” (C) y 3 “Acciones de supervisión del servicio” (C), el 
municipio deberá velar que las labores de inspección en el desarrollo y 
materialización de este tipo de contratos exijan el cumplimiento de las 
especificaciones y bases administrativas que los rigen. Lo anterior, con el propósito 
de ajustarse al principio de estricta sujeción a las bases y de igualdad de los 
oferentes, según lo dispuesto en los artículos 9° de la ley N° 18.575, y 10 de la ley 
N° 19.886. y la jurisprudencia administrativa contenida, entre otros, en los 
dictámenes Nos 43.722, de 2013 y 57.573, de 2016, de este Organismo de Control. 

En este contexto, en relación a la multa 
informada que fue cursada al ITS, esa entidad edilicia deberá acreditar y documentar 
en la plataforma de Apoyo y Seguimiento CGR, en un plazo no superior a 15 días 
hábiles desde la recepción del presente informe, los antecedentes que demuestre la 
aplicación de la sanción, lo que será corroborado por la Unidad de Seguimiento de 
este Órgano de Control. 

3. Atendido lo observado en el Acápite 
II, Examen de la Materia Auditada, numeral 2.2, referente al proceso de compras y 
contratación pública (MC), esa repartición comunal deberá, en lo sucesivo, contar 
con los antecedentes que justifiquen las razones de utilizar el procedimiento de 
compra de licitación privada, con la finalidad de demostrar que estos cumplen con 
las condiciones definidas en los artículos 44 y 45 del decreto N° 250. 

4. Respecto a lo señalado en el numeral 
2.3.1, del Acápite II, Examen de la Materia Auditada, sobre la falta de especificidad 
del certificado de disponibilidad presupuestaria (MC), ese municipio deberá 
municipio en lo sucesivo, emitir tales certificados indicando, entre otros 
antecedentes, el monto disponible para la contratación y la cuenta en la cual será 
imputado el gasto. 

5. Sobre lo advertido en el numeral 
2.3.4, del Acápite II, Examen de la Materia Investigada, sobre recepción provisoria 
(AC), esa municipalidad deberá, en los sucesivo, exigir y dar cumplimiento a las 
obligaciones dispuestas en los contratos que suscriba y/o en los documentos que 
formen parte de aquél, cautelando en consecuencia, la observancia de los principios 
de responsabilidad, eficiencia, eficacia y control, entre otros, a que se encuentra 
obligada la administración, en virtud de lo previsto en el inciso segundo del artículo 
3°, 5° y 11 de la citada ley N° 18.575 y de lo previsto en las letras a) y c) del artículo 
58 de la citada ley N° 18.883. 

Además, el municipio deberá remitir el 
resultado del procedimiento disciplinario incoado en un plazo no superior a 30 días 
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hábiles, a esta Entidad de Control, junto a los actos administrativos que disponen su 
término. 

6. De acuerdo a lo expuesto en el 
acápite I. “Aspectos de Control Interno” (MC), sobre la falta control y supervisión del 
contrato, esa entidad deberá, en lo sucesivo deberá implementar procedimientos de 
control y supervisión que permitan evitar que situaciones como las objetadas se 
reiteren, todo en conformidad a lo dispuesto en la resolución exenta N° 1.485. 

Finalmente, para aquellas observaciones 
que se mantienen, y que se encuentran descritas en el Anexo N° 5, “Informe de 
Estado de Observaciones”, con la complejidad AC y C, corresponde que los 
organismos respectivos, acrediten y documenten las medidas requeridas en el 
Sistema de Seguimiento y Apoyo CGR, en un plazo máximo de 15 días hábiles, 
contados desde la recepción del presente informe, de conformidad a las 
instrucciones impartidas mediante el oficio N° 14.100, de 2018, de este Órgano 
Contralor”. 

Respecto de aquellas observaciones que se 
mantienen y que fueron categorizadas como MC y LC, la responsabilidad asociada 
a la validación de las acciones correctivas emprendidas, será de las unidades y 
direcciones de control interno respectivas, lo que deberá ser acreditado en el 
Sistema de Seguimiento y Apoyo CGR, que esta Entidad de Control puso a 
disposición de las entidades públicas a contar del 2 de julio de 2018. 

Remítase al Alcalde, Director de Control y al 
Secretario Municipal, todos de la Municipalidad de Panguipulli. 

Saluda atentamente a Ud., 

 
 
 

  

Firmado electrónicamente por:

Nombre: PATRICK VERGARA JOFRE

Cargo: Jefe de Unidad de Control Externo

Fecha: 17/08/2020
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ANEXO Nº1 
DETALLE ANTECEDENTES DE LA OBRA 

Nombre del contrato Ampliación de Sistema de Cámaras de 
Televigilancia Panguipulli 

ID Mercado público 3573-62-CO19 
Empresa contratista  

Tipo de financiamiento 
Fondo Nacional de Desarrollo Regional FNDR 
6% y  
Recursos Municipales 

Nombre de Inspector técnico  
Fecha de suscripción del 
contrato 11 de octubre de 2019 

Decreto alcaldicio que 
aprueba el contrato Nº3.173, de 11 de octubre de 2019 

Monto contratado $49.990.999 
Plazo original contratado 20 días corridos 
Fecha de inicio del contrato 14 de octubre de 2019 
Fecha de término del 
contrato 02 de noviembre de 2019 

Aumento de plazo SÍ 
Plazo del contrato, 
incluyendo modificaciones 45 días 

Fecha de término del 
contrato, incluyendo 
modificaciones 

17 de diciembre de 2019 

Suspensión de obras SÍ 
Fecha de suspensión  13 de diciembre de 2019 
Decreto alcaldicio que 
aprueba levantamiento Nº316, de 24 de enero de 2020 

Fecha termino recepción 
provisoria  11 de febrero de 2020 

% avance financiero al 
momento de la inspección 

90%, al 12 de diciembre de 2019, de acuerdo al 
estado de pago Nº4. 

Monto acumulado  $40.469.520 
Fuente: Información extraída de los antecedentes del contrato proporcionados por la Municipalidad 
de Panguipulli. 
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ANEXO N° 2 
DETALLE DECRETOS DE PAGO DETERMINADAS EN LA MUESTRA 

N° 
N° 

DECRETO  
DE PAGO 

FECHA 
DECRETO 
DE PAGO 

GLOSA MONTO 
$ 

1 3.731 21/10/2019 

Pago de parcialidad de factura 
correspondiente a monto financiado a través 

del proyecto FNDR 6% del Gobierno 
Regional correspondiente a proyecto de 
cámaras de televigilancia, Dirección de 

Seguridad Pública Panguipulli. 

5.000.000 

2 3.732 21/10/2019 

Pago de saldo final de factura por 
adquisición de cámaras de televigilancia, 
Dirección de Seguridad (saldo inicial de 
factura pagado con fondo del proyecto 

FNDR 6% del Gobierno Regional) 

712.000 

3 3.928 18/11/2019 
Pago de estado de pago Nº2 de adquisición 
e instalación de cámaras de televigilancia, 

Dirección de Seguridad Pública Panguipulli. 
24.918.600 

4 4.348 12/12/2019 
Pago de estado de pago Nº3 de adquisición 
e instalación de cámaras de televigilancia, 

Dirección de Seguridad Pública Panguipulli. 
9.838.920 

TOTAL($) 40.469.520 
Fuente: Antecedentes proporcionados por la Municipalidad de Panguipulli. 
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ANEXO Nº3 
REGISTRO FOTOGRÁFICO 

 
Fuente: Registro fotográfico extraído de decreto de pago Nº3.731 de fecha 21 de octubre de 2019  
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ANEXO Nº4 
CUADRO COMPARATIVO CÁMARAS DE TELEVIGILANCIA EFECTUADO POR 

EL ITS 
CARACTERÍSTICAS MÍNIMAS 
EXIGIDAS SEGÚN BASES DE 

ESPECIFICACIONES TÉCNICAS 

EQUIPO CONTEMPLADO EN 
ANÁLISIS COMPARATIVO DEL 
ITS SERIE DH-SD59430U-HNI 

EQUIPO INSTALADO 
SERIE DH-SD59225U-HNI 

Capacidad de operar tanto de día 
como de noche IR 100 mts automático y manual IR 150 mts automático y 

manual 
Pixeles efectivos mínimos: 4.0 

megapíxel 4.0 Mega pixeles 2.0 Mega pixeles 

Comprensión H.264 y JPEG Comprensión H.265/H264 
/MJPEG 

Comprensión H.265/H264 
/MJPEG 

Zoom Óptico de 36x Zoom Óptico de 30x Zoom Óptico de 25x 
Zoom Digital de 12x Zoom Digital de 16x Zoom Digital de 16x 

Rotación continua de 360° Rotación continua de 360° Rotación continua de 360° 
Reconocimiento de Patentes mínimo 

a 400 metros de distancia SI - 

Temperatura de operación desde -
50°C hasta 55°C. 

Temperatura de operación 
desde -40°C hasta 70°C. 

Temperatura de operación 
desde -40°C hasta 70°C. 

Cumplir con estándar IP66, resistente 
al agua y polvo IP66 IP66 

ONVIF modelo compatible SI Cámara de ajusta a ONVIF 
2 stream de video simultaneo como 

mínimo SI 3 streams 

Protocolo IPV4/IPV6 compatible SI Protocolo IPV4/IPV6 
Zonas de privacidad SI - 

Balance de blanco automático SI Auto, ATW, interior, exterior y 
manual 

Soporta Powers over Ethernet Plus 
(PoE +) IEEE 802.3at. SI PoE 802.3at 

Sensibilidad (mínima iluminación). SI SI 
Color: 0.03Ix, B/N: 0,004lx at F1.6. - 0.05Ix, F1.6 

Debe contar con cubierta protectora 
acrílica antivandálica o domov SI SI 

Función día/noche sensible a luz 
infrarroja SI SI 

Preset mínimo 256 300 300 
Slot de tarjeta de memoria 

SDXC/SDHC/SD para la grabación 
manual (H.264/JPEG), registro 

alarma (H.264/JPEG) y copia de 
seguridad en caso de falla de red, 

esta memoria deberá grabar en forma 
temporal y una vez restablecida la 

comunicación, se transferirá la 
información al grabador 

- - 

Fuente: Antecedentes proporcionados por la Municipalidad de Panguipulli 
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ANEXO N° 5 
ESTADO DE OBSERVACIÓN FINAL DE INVESTIGACIÓN N° 164 DE 2020 

Nº DE 
OBSERVACIÓN 

SEGÚN INFORME 
FINAL 

MATERIA DE LA OBSERVACIÓN 

REQUERIMIENTO PARA SUBSANAR LA 
OBSERVACIÓN SOLICITADA POR 

CONTRALORÍA GENERAL EN INFORME 
FINAL 

COMPLEJI
DAD 

FOLIO O 
NUMERACIÓN 
DOCUMENTO 

DE RESPALDO 

OBSERVACIONES 
Y/O COMENTARIOS 

DE LA ENTIDAD 

MEDIDA 
IMPLEMENTADA 
Y SU DOCUMEN-

TACIÓN DE 
RESPALDO 

Acápite III, Examen 
de Cuentas,  
numeral 1 

Se advirtió, que el Señor  
, detalló que el presupuesto 

itemizado que el valor neto de cada 
cámara a instalar, sería de $800.000, 
por lo que el monto total por cámara, 
IVA incluido, alcanza Ia suma de 
$952.000. Sin embargo, en el detalle Ia 
factura N° 24958, del 18 de octubre de 
2019, proporcionada por el ITS, 
mediante correo electrónico de fecha 
16 de enero de Ia misma anualidad, se 
corroboró que los bienes adquiridos por 
el proveedor corresponden a cámaras 
de seguridad del tipo DU- 5D59225U-
HNI, que cuentan con un zoom óptico 
de 25x, con un valor unitario de 
$265.080, IVA incluido, por lo tanto, se 
evidencia una diferencia entre to 
ofertado y lo efectivamente entregado a 
Ia entidad licitante, de $16.486.080.  

Este Órgano de Control procederá a formular 
el reparo pertinente por la suma de 
$16.468.080, en virtud de lo prescrito en los 
artículos 95 y 101 de la ley N° 10.336, de 
Organización y Atribuciones de la Contraloría 
General de la República, sin perjuicio de lo 
prescrito en el artículo 116, de la mencionada 
ley N° 10.336. 

(AC)    

Acápite II, Examen 
de la Materia 

Auditada,  
numeral 3 

Solicitado el libro de obras utilizado por 
el señor  , se 
evidencia que el aludido inspector no 
registró objeciones o requerimientos al 
contratista en el periodo de ejecución 
con el objetivo de corregir eventuales 
irregularidades en el cumplimiento del 
contrato.. 

La Municipalidad de Panguipulli, en relación 
a la aplicación de multa aplicada al ITS, 
deberá acreditar y documentar en la 
plataforma de Apoyo y Seguimiento CGR, en 
un plazo no superior a 15 días hábiles, los 
antecedentes que den cuenta que la multa 
fue cursada, lo que será corroborado por la 
Unidad de Seguimiento de este Órgano de 
Control.  

(C)    
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ANEXO N° 5 
ESTADO DE OBSERVACIÓN FINAL DE INVESTIGACIÓN N° 164 DE 2020 (CONTINUACIÓN) 

Nº DE 
OBSERVACIÓN 

SEGÚN INFORME 
FINAL 

MATERIA DE LA OBSERVACIÓN 

REQUERIMIENTO PARA SUBSANAR LA 
OBSERVACIÓN SOLICITADA POR 

CONTRALORÍA GENERAL EN INFORME 
FINAL 

COMPLEJI
DAD 

FOLIO O 
NUMERACIÓN 
DOCUMENTO 

DE RESPALDO 

OBSERVACIONES 
Y/O COMENTARIOS 

DE LA ENTIDAD 

MEDIDA 
IMPLEMENTADA 
Y SU DOCUMEN-

TACIÓN DE 
RESPALDO 

Acápite II, Examen 
de la Materia 

Auditada, numeral 
2.3.4 

Se constató que la comisión a cargo de 
efectuar la recepción provisoria de las 
obras recibió conforme el contrato, 
señalando en la respectiva acta, que el 
contratista dio cumplimiento con las 
bases y especificaciones técnicas 
correspondientes, lo que no era 
efectivo. 

Remitir el resultado del procedimiento 
disciplinario incoado en un plazo no superior 
a 30 días hábiles, a esta Entidad de Control, 
junto a los actos administrativos que 
disponen su término. 
 

(AC)    
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